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editorial

Fracaso gubernamental

A estas alturas, se sabe bastante acerca de la violencia que sacude a El
Salvador.  Los aportes de la UCA han sido cruciales no sólo para entender
los factores que la posibilitan, sus distintos agentes y sus variadas manifes-
taciones, sino también para hacer del problema un asunto de interés públi-
co. Antes de 1997 —cuando en la UCA se hicieron los primeros estudios
sistemáticos sobre la violencia—, ni siquiera la expresión “violencia social”
tenía carta de ciudadanía en las preocupaciones en torno al problema de la
violencia en la postguerra.  En ese entonces, al gobierno de Armando Cal-
derón Sol le cayeron como un baldazo de agua fría los datos recabados y
divulgados por el Instituto Universitario de Opinión Pública (IUDOP) y el
Centro de Información, Documentación y Apoyo a la Investigación (CIDAI)
de la UCA, a propósito de la magnitud y costos de la violencia en El Salva-
dor.

Al entonces mandatario no le hicieron gracia unos datos que ponían en
tela de juicio la imagen del país que su gobierno quería promocionar en el
extranjero, esto es, un país pacífico, tranquilo y amigable. Al final de su
mandato, Calderón Sol se vio obligado a reconocer que el problema de la
violencia no podía obviarse y que, en consecuencia, desde el gobierno
tenía que diseñarse una serie de medidas para hacerle frente. Esta convic-
ción fue uno de los  legados de la administración de Calderón Sol a la de
Francisco Flores y de esta última a la de Elías Antonio Saca. Junto con esa
convicción, también se gestó una interpretación —insinuada en el último
tramo del mandato de Calderón Sol y convertida en dogma de fe con Flores
y Saca—, según la cual, la violencia de la postguerra tenía su origen funda-
mental en las acciones de las pandillas juveniles, conocidas como “maras”.
En virtud de esta interpretación, a todas luces equivocada, las maras termi-
naron por convertirse en las principales agentes de los más diversos tipos
de violencia y, por ello, en las principales destinatarias de las políticas esta-
tales encaminadas a erradicar el crimen en la sociedad salvadoreña.

Que los gobiernos de ARENA reconocieran que la violencia era una
realidad en el país fue positivo. También lo fue que aceptaran que desde el
Estado se debían implementar políticas orientadas específicamente a
enfrentarla. En lo que se equivocaron fue en el diagnóstico de la violencia,
en las variadas raíces y expresiones de la misma. Es curioso, pero a medi-
da que los estudios sobre la violencia se fueron ampliando —estudios sobre
las maras, sobre la violencia infantil, intrafamiliar y contra la mujer, etc.—,
los gobiernos de ARENA centraron obstinadamente su atención en las maras
como causa fundamental de la violencia.

Una y otra vez, los estudios sobre violencia han insistido en que la
misma tiene múltiples dimensiones y que las maras constituyen apenas una
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de ellas. Los gobiernos de ARENA —sobre todo, el del presidente Saca y el
de su antecesor— han subestimado esa tesis. También han subestimado
datos concluyentes acerca de la relativa baja contribución de las maras al
total de crímenes cometidos en El Salvador. O datos que revelan la existen-
cia de un mundo del crimen —secuestradores, narcotraficantes, traficantes
de armas, tratantes de blancas, contrabandistas de vehículos, etc.—, cuyos
agentes principales y beneficiarios directos no tienen nada que ver con las
maras y sí con “respetables” hombres de influencia económica y política.
Nada de esto importó al gobierno de Flores y, en la actualidad, al gobierno
de Saca; coherentes con su diagnóstico, lanzaron sus planes “Mano dura” —
el primero—  y “Súper mano dura” —el segundo—, orientados a reprimir a
las maras, en el supuesto de que disminuida la presencia de los pandilleros
en las calles, por la vía del encarcelamiento, la violencia social iba a dismi-
nuir en igual medida.

Los estudios y análisis que se hicieron, tanto a propósito del plan “Mano
dura” como del plan “Súper mano dura” —además de llamar la atención
sobre sus consecuencias negativas en los planos jurídico y del respeto a los
derechos humanos— anticiparon su fracaso más estrepitoso. Sin embargo,
en el gobierno —donde parece brillar por su ausencia la sensatez y el uso
de la razón— se siguió insistiendo en que en la implementación de esos
planes estaba la clave de la tranquilidad de los salvadoreños. Dicho y hecho,
cuando estaba por dejar el cargo, Flores dio la orden para iniciar la persecu-
ción contra las maras; Saca, tras los pasos de su predecesor, continuó con
esa persecución.

El gobierno del presidente Saca —al igual que el de Flores— ha cumplido
con una parte de su propósito: además de demonizar a los pandilleros, los
han hostigado, acosado, maltratado y encarcelado. Pero, pese a ello, no ha
cumplido con su promesa de erradicar la violencia y el crimen. Y no lo ha
hecho, porque el diagnóstico que ha fundamentado sus decisiones —al igual
que sucedió con Flores— ha sido equivocado.

¿Por qué el gobierno no prestó atención a estudios más completos sobre
la violencia, de modo que sus decisiones fueran más integrales?  ¿Por inca-
pacidad para entender esos estudios? ¿Por falta de tiempo, dado que había
tareas urgentes que atender y que no podían esperar más? ¿O fue porque
no había un interés real por enfrentar el problema de la violencia? ¿O acaso
fue porque la violencia es un negocio que a conviene sectores poderosos
que se lucran con ella? ¿O fue porque la violencia es un tema que puede ser
explotado políticamente a conveniencia de ARENA?

Esas y otras preguntas salen a relucir una vez que es claro que el gobier-
no de Saca —lo mismo que el de Flores— está fracasando en su lucha
contra el crimen. Los funcionarios más viscerales podrán seguir clamando
por un endurecimiento mayor del combate contra las maras, pero eso lo
único que prueba es que su insensatez no tiene remedio.
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Crisis carcelaria
y arbitrariedad gubernamental

No se cuenta con la información básica
en torno a la situación real que padecen
los miles de prisioneros que viven en las
cárceles salvadoreñas y las autoridades
tampoco están dispuestas a revelarla. Ni
siquiera la Procuradora para la Defensa de
los Derechos Humanos (PDDH) parece con-
tar con todos los elementos necesarios para
cumplir con su tarea de vigilancia de los
derechos de estos salvadoreños. Todo lo
que se sabe, a través de algunas voces de
alarma que se han suscitado aquí y allá,
es que la situación de los reos alcanza ni-
veles intolerables para una sociedad que
pretende regirse por criterios democráticos.

Pleitos reiterados
Las recientes noticias en torno a la si-

tuación en las cárceles del país, aunque
parecen tomar por sorpresa a los periodis-
tas y autoridades gubernamentales, son en
realidad la expresión de una crisis profun-
da, cuyo punto álgido se vivió en 2002. El 16
de diciembre de ese año, durante una requi-
sa dentro del penal La Esperanza —conoci-
do popularmente como Mariona—, algunos
prisioneros tomaron como rehenes y luego
asesinaron a dos agentes de la División
Antinarcóticos de la Policía Nacional Civil
(PNC). La procuradora de Derechos Huma-
nos, Beatrice de  Carrillo, intentó  en vano
obtener la liberación de los rehenes.

En ese entonces, en vez de aprovechar
la situación para una revisión a fondo de la
situación en las cárceles del país, el direc-
tor de la policía en ese entonces, Mauricio
Sandoval, el fiscal general de la República,
Belisario Artiga, y las más altas autorida-
des gubernamentales, descargaron su fu-
ria contra la procuradora, acusándola de
provocar la muerte de los agentes del or-

den, por haber interferido en el procedimien-
to policial. La Fiscalía anunció que investi-
garía la actuación de Beatrice de Carrillo
en el asesinato de los dos policías, al mis-
mo tiempo que instaba a los familiares de
las víctimas a presentar una querella en
contra de la funcionaria. Incluso, durante
su presentación ante una comisión legisla-
tiva, un legislador de ARENA pidió su des-
titución.

Como suele suceder en el caso salva-
doreño, una vez pasadas las emociones,
se olvidó el caso de la violencia y trasiego
de toda clase de mercancías ilícitas dentro
de los centros de detención penitenciaria.
La indolencia al respecto duró hasta que
se reveló en la prensa un plan de fuga ma-
siva en uno de los penales del país. A raíz
de ello, el gobierno de Antonio Saca retomó
el tema de la limpieza en las cárceles, para
lo cual se tuvo que despedir a varios em-
pleados, incluido el director de los centros
penales, Rodolfo Garay Pineda, quien tuvo
que dejar el cargo luego de un escándalo
de droga en el que la prensa involucró a
altas autoridades de los centros de deten-
ción.

Sin embargo, las intervenciones de Saca
y del nuevo director de cárceles, Ástor
Escalante –quien se desempeñó como abo-
gado de la Asociación Nacional de la Em-
presa Privada (ANEP) en algunos casos de
secuestro—, parecen haber empeorado las
cosas. Han aumentado los abuso policiales,
así como los de la administración peniten-
ciaria en contra de los reos. Muchos de
ellos se han declarado en huelga de ham-
bre para reclamar mejores condiciones de
detención y el derecho a recibir la visita de
sus familiares.
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Las cárceles a imagen y semejanza del
país

Lo que no se puede negar es que la
situación en las cárceles del país merece
una atención especial por parte de las au-
toridades públicas. Los rumores que circu-
lan en el ambiente y que hablan de la pla-
nificación de crímenes macabros desde es-
tos recintos no pueden dejar tranquilas a
autoridades responsables de velar por la
seguridad de los ciudadanos. Más allá de
los rumores, se sabe que las prisiones sal-
vadoreñas son zonas totalmente fuera de
la ley, en las que circulan drogas y bienes
ilegales.

De modo que, en principio, se puede
entender la aparente situación de espera y
una especie de aprobación tácita con la que
muchos observadores acogen las iniciati-
vas del gobierno. También las autoridades
gubernamentales, especialmente el minis-
tro de Gobernación, René Figueroa, —quien
hace alarde de la “Mano Dura” en contra
de los reos y acusa a la ligera al FMLN de
estar detrás de su sublevación— han apro-
vechado la situación para hacer proselitis-
mo político. De este modo, los reos se han
convertido en objeto de pugna ideológica
entre políticos de izquierda y de derecha.
Estos últimos, claro está, siguen apostan-
do a la política del terror y del autoritaris-
mo con ropaje democrático para seguir ga-
nando elecciones.

Precisamente, en estas circunstancias
conviene retomar la discusión acerca de la
mejor manera de abordar el problema de
las cárceles en el país. Para ello, hay que
hacer una aclaración de principio. Al con-
trario de lo que piensan las autoridades de
gobernación, los reos, incluso los ya con-
denados, siguen siendo ciudadanos salva-
doreños. Asimismo, merecen que sus de-
rechos humanos más elementales sean res-
petados, por mucho que, debido a alguna
conducta lesiva para la sociedad, hayan
sido despojados del derecho de libre movi-
miento.

Consecuentemente, no es cierto que

haya que olvidarse de sus derechos y tra-
tarlos como personas de segunda catego-
ría. Una vez que se tomen las medidas para
evitar el trasiego de drogas y privilegios que
establecen discriminaciones entre los pri-
sioneros, es necesario abogar por la de-
fensa de los derechos humanos básicos de
los internos de las distintas cárceles del
país. En este sentido, tiene razón la procu-
radora de los Derechos Humanos cuando
califica de antojadizas las últimas decisio-
nes de las autoridades penitenciarias, ten-
dientes más a llamar la atención de los vo-
tantes de las próximas elecciones que a
resolver el fondo del espinoso problema.

Además, las últimas decisiones son
poco inteligentes. Tomando en cuenta la
superpoblación en las cárceles, el gran nú-
mero de reos sin condena y la situación
lamentable en que se encuentran los cen-
tros de detención, una decisión prudente
debería evitar la exacerbación del proble-
ma. En esta línea, hay que reconocer que
lo que muchas veces se llaman privilegios
son pequeños elementos necesarios que
hacen más llevadera la vida en estos re-
cintos. El gobierno debería preocuparse,
pues, de resolver los problemas más es-
tructurales de las cárceles antes de inten-
tar la cuestionada regulación que ahora se
quiere poner en marcha.

En buena medida, la manera en que se
ha tratado el problema en las cárceles en
El Salvador tienen mucho que ver con la
visión política que las autoridades de dere-
cha tienen de los derechos de las perso-
nas. Se sigue pensando en términos de un
Estado represor, cuya vocación consiste en
negar los derechos de los ciudadanos. Esta
concepción es, sin duda, peligrosa. Lo peor
es que se da en un contexto de una inci-
piente democracia y un cierto consenso popu-
lar sobre la necesidad de aplicar la represión
ciega en contra del crimen. En otras palabras,
el comportamiento antidemocrático cuenta con
el apoyo de buena parte de los salvadore-
ños que lo legitiman y alientan a las auto-
ridades en su vocación autoritaria.
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Exportaciones
y diversificación productiva

Una de las principales apuestas de los
gobiernos de ARENA ha sido impulsar el de-
sarrollo de las exportaciones para dinamizar
la economía. De acuerdo a esta visión, los
productores y comerciantes locales deben
enfocarse hacia fuera, debido a que la baja
demanda que existe en el mercado interno
se debe a la saturación de bienes locales.
Para “descongestionar” el mercado interno,
sería necesario incentivar a los productores
para que exporten.

En ese marco, se puede entender a
cabalidad la política económica implementada
por los gobiernos de ARENA. La firma de
tratados comerciales con diferentes países
o regiones, y la búsqueda de los mismos a
diestra y siniestra, se presenta como el me-
canismo por excelencia para el desarrollo
de El Salvador. Los convenios que permi-
ten una baja en los aranceles y cierta
desregulación en los procesos aduanales
desembocan en una libre entrada de bie-
nes en otros países, ampliando, de esta
manera, el espacio que los empresarios
buscan para aumentar sus negocios. Al
tiempo que, necesariamente, deben contra-
tar más empleados, aumentando el nivel
de empleo en la economía.

No obstante, esta resulta ser una visión
parcial de la situación. Una mirada más aten-
ta al funcionamiento de la economía nos dice
algunas cosas que contrarían el discurso ofi-
cial. La baja demanda en el mercado inter-
no no se debe fundamentalmente a una sa-
turación de los mercados por los productos
locales. Al contrario, con la gama de refor-
mas económicas que el partido oficial im-
pulsó la década pasada, se alteró, en cierta
medida, el funcionamiento de la economía.
El crecimiento de actividades comerciales y
de servicios financieros se hizo en detrimento
del desarrollo del sector agrícola e indus-
trial. Ambos fueron grandes generadores de
valor agregado y de empleo a la economía.
Esta desarticulación en el aparato produc-
tivo nacional impidió que produjeran más y
en mejores condiciones.

Además, un paseo por los centros co-
merciales y supermercados en el país nos
dice que prevalecen en las vitrinas los pro-
ductos importados. El proceso de apertura
comercial también ha permitido la entrada
masiva de bienes extranjeros que han ve-
nido a ser bienes sustitutos de los produc-
tos locales que tradicionalmente consumían
las familias salvadoreñas.

Quizás lo más importante es reconocer
que la baja demanda interna se debe pri-
mordialmente a los bajos salarios. La gran
mayoría de salvadoreños que laboran en
los sectores agrícolas e industriales tienen
salarios bajos con respecto a los sectores
financieros y de servicios. Esto impide el
buen desempeño de la economía nacional,
en la medida que el salario únicamente per-
mite a las familias acceder a los productos
de primera necesidad y constriñe la deman-
da de las mismas a un tipo de bienes.

Por otro lado, un convenio de libre co-
mercio también puede desarticular el apa-
rato productivo local, en la medida en que
los empresarios no hayan realizado deci-
siones de inversión y reingeniería, que tien-
dan hacia una mejora en los niveles de pro-
ductividad empresarial. El libre comercio a
escala mundial marca la pauta para que la
dinámica de la competencia privilegie a
aquellos empresarios y productores que se
encuentren en mejores condiciones de
competitividad, siempre y cuando puedan
aprovechar dichas condiciones.

Sin embargo, también se puede eviden-
ciar históricamente que no ha existido mu-
cho de esa “iniciativa” empresarial. Algu-
nos grupos empresariales se han benefi-
ciado frecuentemente del Estado para
implementar políticas para su beneficio, ne-
gándose a ser verdaderamente ingeniosos
para llevar a cabo procesos que aumenten
la productividad desde el interior de las em-
presas.

Debido a lo anterior, los cambios nece-
sarios para un buen desempeño económi-
co-empresarial se realizan cuando se está
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en las condiciones más inadecuadas. Por
eso, con un proceso de apertura comercial
a la vista, aún existe una gran gama de
tejido industrial obsoleto que no estará en
condiciones óptimas para competir con las
grandes empresas de otros países. Las po-
líticas de “última hora” que impulsa el Es-
tado para incentivar la exportación y el cre-
cimiento económico son paliativos que difí-
cilmente pueden tener un impacto de largo
plazo sino se realiza una reforma más sus-
tancial y profunda del aparato productivo
nacional.

¿Y la maquila?
Dentro de la visión tradicional de impul-

sar la exportación fue el gobierno de Ar-
mando Calderón Sol el que propició más
directamente el desarrollo y el estableci-
miento de las maquilas en el país. Para su
gobierno, la presencia de industrias de esta
naturaleza era beneficiosa, ya que venía a
constituirse en una de las mejores alterna-
tivas para elevar las exportaciones, no así
para elevar el nivel de vida de los trabaja-
dores. El ex mandatario privilegió tanto la
industria maquilera, que llegó a expresar
públicamente su disgusto con aquellos que
criticaban este tipo de inversión por no pro-
piciar buenas condiciones laborales.

Ya en esa época, una serie de especia-
listas mencionaba que el país debía diver-
sificar sus exportaciones y no depender ex-
clusivamente del rédito que dejaban las
maquilas y las remesas. Según esas opi-
niones, era necesario hacer un esfuerzo por
descubrir e impulsar nuevas actividades
productivas que, con el tiempo, fueran re-
emplazando las inversiones de maquila que
pagaban bajos salarios y que con ello aten-
taban contra el nivel de vida de los salva-
doreños que laboraban en ellas.

Actualmente, parece que esto está su-
cediendo. Con la entrada de China al Or-
ganización Mundial del Comercio (OMC) en
2005, la nación asiática tiene la libertad de
recibir inversionistas extranjeros que pagan
bajos salarios. Por ello,  China se ha vuel-
to atractiva para las industria de maquila.
Esto ha venido a repercutir negativamente
en aquellos países que tradicionalmente se

han caracterizado por exportar productos
maquilados, pues ahora verán que difícil-
mente pueden ser más atractivos que el
país asiático para recibir este tipo de inver-
siones.

Sin embargo, las exportaciones de pro-
ductos no tradicionales presentan en esta
coyuntura un ligero incremento. Con una
política más sistemática se pueden poten-
ciar muchos más productos que ayuden, al
menos, a ser sostenible el problema del dé-
ficit comercial en el país. A la fecha, los
productos no tradicionales que están a la
vanguardia como productos más exporta-
bles son los materiales eléctricos, hierro,
papel higiénico, alimentos y plásticos.

Lecciones que aprender
A principios del siglo XX se consolidó

en el país una estructura económica
agroexportadora. Durante buena parte de
la centuria pasada, la economía salvadore-
ña estuvo cimentada en la producción y
venta en el mercado local e internacional
de café, algodón y caña de azúcar. Cuan-
do, a finales de los años ochenta e inicios
de los noventa, comienza a darse un giro
en la estructura económica del país, los
empresarios que dependían de estas acti-
vidades empresariales se demoraron en
identificar nuevas fuentes de generación de
valor y se quedaron atados a las dinámi-
cas económicas de vieja usanza. Ahora, el
café, a pesar de atravesar una buena co-
yuntura, no se constituye en una fuerte
fuente de divisas como en otros tiempos y
sus grandes productores ya no tienen el
poder político del pasado.

Es importante encontrar nuevas activi-
dades productivas que generen mayor va-
lor agregado al país y dejar de concentrar-
se en actividades que únicamente transfie-
ren valor agregado a otros sectores,
específicamente el comercio y  los servi-
cios bancarios. Debe existir una renovación
del tejido productivo que permita incremen-
tar la productividad y hacer más eficiente
el mundo de los negocios que está teñido
hasta la fecha de compadrazgos con el Es-
tado.



8

análisis económico

Comercialización y prácticas desleales
en el mercado agropecuario

Mucho se ha escrito sobre la decaden-
cia del sector agropecuario, pero se ha
enfatizado poco sobre cuáles son las cau-
sas que, hasta hoy, siguen provocando su
estancamiento. La migración del campo a
la ciudad, el crecimiento industrial debido a
la incipiente globalización, la vulnerabilidad ante
el mundo globalizado, la baja competitividad,
así como la reducida participación de los
productos tradicionales en las exportaciones,
son algunos factores que han provocado el
debilitamiento de este rubro.

A raíz de esta problemática, varias per-
sonas emigran a la ciudad en busca de tra-
bajos más estables y mejor remunerados.
Quienes deciden quedarse en el campo se
enfrentan a un mercado donde la oferta es
mayor que la demanda. Dicha asimetría —su-
mada a la falta de información que poseen
los productores en cuanto a la adquisición
de insumos y los precios de venta del mer-
cado, las pocas fuentes de financiamiento,
el escaso conocimiento técnico, las malas
técnicas de negociación con los proveedo-
res, y los bajos precios— provoca rendimien-
tos decrecientes en la agricultura.

La falta de información es uno de los
factores de mayor peso.  Por lo general, el
agricultor produce rubros que, a su juicio,
son más seguros, sin tomar en cuenta que
más adelante se encontrará con un merca-
do saturado y con pocas posibilidades de
obtener ganancias, teniendo que conformar-
se con recuperar, acaso, lo invertido, evi-
tando así la diversificación y la pérdida de
valor agregado.

Por otro lado, este mismo problema da
pie a las prácticas desleales en la
comercialización, como por ejemplo, la ven-
ta de los bienes por debajo de los costos
de producción (también conocido como dum-
ping). Estas medidas ponen al productor no
organizado en el dilema de vender al precio
que le conviene a los intermediarios o per-
der su producción y el valor de su transpor-

te. Este último tiene un alto costo para los
productores, particularmente, cuando los vo-
lúmenes son pequeños, pues trasladan sus
productos en forma individual.

Lamentablemente, los esfuerzos organizativos
de los productores nunca se han puesto en fun-
ción de satisfacer la demanda del mercado,
sino que se ha restringido a la adquisición
de créditos. Además, ha girado en torno a
grupos, cooperativas y líderes que han ge-
nerado mucha desconfianza y desencanto.
Lo anterior ha limitado los avances en esta
área, dificultando aún más el desarrollo
autogestionable de los pequeños producto-
res.

“Prefiero perder la ganancia que perder
un cliente”, es el pensamiento común entre
los agricultores, pues estos conocen la in-
mensa cantidad de oferta que existe y no
quieren que se desperdicien sus cultivos.

Sin embargo, existen algunas iniciativas
que sirven para mermar esta problemática.
Los llamados “centros de agronegocios”,
creados por el Ministerio de Agricultura
(MAG) dan una orientación sobre la produc-
ción y la comercialización de los bienes.

Afortunadamente, se encuentra disponi-
ble el informe diario sobre los precios en el
portal de Internet de Agronegocios y de la
Cámara Agropecuaria y Agroindustrial de El
Salvador (CAMAGRO). Sin embargo, se es-
tima que son muy pocos los productores que
tienen ese conocimiento o, lo que es peor,
esta información no es asequible en aque-
llas zonas en donde no existe el acceso a
computadoras.

Un estudio de la Fundación Salvadore-
ña para el Desarrollo Económico y Social
(FUSADES), sobre la comercialización e in-
formación en los mercados agropecuarios,
destaca que la ausencia de mecanismos
efectivos de comercialización para los pe-
queños productores es un impedimento para
la diversificación. Es por eso que, para me-
jorar la eficiencia de los procesos de
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comercialización, se debe estudiarla bajo el
concepto de ciudades intermedias, pues la
articulación de los productos de las ciuda-
des más cercanas ayuda a impulsar los mer-
cados regionales.

Los supermercados exigen productos de
mayor calidad pero el problema radica en
que no se responsabilizan por las pérdidas,
sumado a que sus pagos, por lo general,
son tardíos: treinta días para productos pe-
recederos y entre sesenta a noventa días
para productos que no lo son. Las políticas
de pago representan un alto costo financie-
ro para los productores ya que éstos deben
enfrentar sus deudas y gastos de vida. Es
por eso que se necesita en El Salvador un
marco legal que asegure la relación formal
entre proveedores y compradores. Una me-
dida propuesta por FUSADES es considerar
la llamada ley de Productos Agropecuarios
Perecederos  de Estados Unidos, (PACA, por
sus siglas en inglés).

La  ley de PACA tiene como objetivo pro-
teger tanto al productor nacional como el ex-
tranjero de los posibles abusos de los distri-
buidores, corredores y agentes comisionis-
tas. La ley de PACA incluye disposiciones
sobre la inspección de los productos, licen-
cias, reglas de comercio, reclamos, devolu-
ción y recepción de bienes vendidos.

Además, estipula que el vendedor man-
tiene un derecho fiduciario sobre sus pro-
ductos, subproductos y todas las cuentas por
cobrar, por la venta de los mismos, hasta
que se reciba el pago por ellos.

Esta ley evita el atraso en el pago, pues
obliga a los compradores a pagar en un pla-
zo que no exceda los diez días por ventas a
precio fijo, y no más de 20 a 30 días para
productos en consignación. La Ley de PACA
además sanciona el rechazo del producto
sin causas razonables, falsificar, o dar infor-
mación falsa relacionada con una transac-
ción internacional, prácticas desleales,
discriminatorias o engañosas, en conexión
con el peso de la cuantía de los bienes y
eliminar o destruir, sin causa justificada, cual-

quier producto agrícola perecedero.

Algunas recomendaciones para los pro-
ductores

Para aquellos productores que tengan
acceso a Internet se recomienda que revi-
sen diariamente los precios de los produc-
tos en los portales citados líneas arriba. De
esta manera, contarán con guías técnicas
para el cultivo. Para los demás productores,
el MAG tiene un programa radial que se
transmite cinco días a la semana en seis
estaciones a nivel nacional: Radio Cadena
Cuscatlán, Radio El Salvador, Radio
Chalatenango, Radio Norteña (Usulután),
Radio Llanera (San Miguel), y Radio Cutuco
(La Unión).

Otra recomendación es la asociatividad,
ya que se considera una alternativa viable
para los pequeños productores. Un grupo de
agricultores asociados tiene un mayor poder
de negociación tanto en la compra de
insumos y servicios, como en la venta de los
productos. Esta alternativa también ayuda a re-
ducir los costos al realizar inversiones conjuntas
en transporte, equipos e infraestructuras. Acercar-
se a los centros agroempresariales es una for-
ma de asociarse, porque facilitan la organi-
zación de los productores en cuanto a la
comercialización, capacitación y trasferencia
tecnológica.

Por otro lado, se recomienda también el
uso de contratos en el sentido de formalizar
la compraventa de los productos, a pesar de
que esta es una práctica desconocida por la
mayoría de los productores. Los contratos
permiten asegurar la venta del producto ya
que se pacta anticipadamente, con lo cual
reducen la incertidumbre financiera. Además,
con ello, los agroindustriales aseguran el
abastecimiento de su materia prima, mien-
tras que los productores pueden recibir in-
centivos diversos en el contrato, como semi-
llas, capital de trabajo, préstamo de equipo y
asistencia técnica. Y, por último, se reducen
los riesgos para todos al existir reglas claras
para la relación comercial.
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Figueroa empaña la imagen de Saca
Los funcionarios de ARENA deberían te-

ner más cuidado cuando opinan sobre
asuntos de interés público. A nadie le gus-
ta que le lancen acusaciones sin pruebas.
Tampoco es prudente demonizar a un par-
tido, a su institucionalidad y a sus bases,
mediante mentiras, difamaciones y calum-
nias. René Figueroa —el actual ministro de
Gobernación, vicepresidente de ideología
del partido en el gobierno y jefe de campa-
ña del presidente de la República, cuando
era candidato—, ha recaído nuevamente en
una vieja manía de los areneros más radi-
cales. En días recientes, acusó a diputa-
dos del FMLN de estar detrás de los des-
órdenes registrados en varios centros pe-
nales del país; antes, había dicho que
pandilleros de la Mara 18 y MS asistían a
reuniones del partido de izquierda, en las
que habrían recibido lineamientos para des-
estabilizar el país. Sin pruebas en mano, el
ministro lanzó sus ataques verbales, mien-
tras su partido afina la estrategia en vistas
de los comicios legislativos y municipales
de 2006.

Tal actitud no es nueva, al menos entre
las filas areneras. El predecesor de
Figueroa en el cargo, el ex ministro del In-
terior, Mario Acosta Oertel, utilizó la misma
estrategia, durante la pasada administración
presidencial. Recuérdese que Oertel, en ese
momento vicepresidente de ideología de
ARENA, era el encargado de “hacer el tra-
bajo sucio”. Su figura y su imagen —prototi-
po del hombre de derecha al mejor estilo de
los fundadores de su partido— contribuye-
ron a una estrategia de manipulación de la
opinión pública. Sus magros comentarios cir-
cularon en el marco de una administración
igualmente intolerante y arrogante: la de
Francisco Flores.

Pero las desafortunadas declaraciones
de Figueroa se dan en momentos en que
su jefe, el presidente Antonio Saca, procu-
ra aparecer con la cara más amigable de
la política criolla salvadoreña. Apartado del
viejo estereotipo arenero, Saca es la viva
imagen del político bonachón, cercano a la

gente y dispuesto a escuchar y recibir a
todos los salvadoreños en su despacho de
Casa Presidencial. Su apertura hacia la
prensa y la constante campaña de informa-
ción de sus logros es parte de una estrate-
gia de posicionamiento de su gestión entre
la población, misma que le ha resultado, si
se toman en cuenta los altos niveles de
aceptación de que goza.

Pese a sus yerros, Saca ha perfilado
una imagen exitosa de su gobierno, que ha
dejado malparado a un FMLN que no ter-
mina de encontrar su identidad ante las
constantes muestras de divisionismo. Al res-
pecto, el mismo Figueroa se ha atrevido a
decir que el repunte de homicidios registra-
do desde finales del año pasado se debe
al debate interno que ha desangrado al par-
tido de izquierda.

En el sentido expuesto, la figura de
Figueroa —quien pese a ser instruido al ini-
cio de su gestión para que se mostrase más
abierto con sus contrincantes políticos—
desentona con el discurso oficial que ema-
na de la casa de gobierno. Sus declaracio-
nes —que ahora son vistas con mayor ojo
crítico por la población— podrían acarrearle
un efecto contrario al que desean para sus
intereses partidarios. Como sea, es pertinen-
te volver sobre el hecho de que en un país
como El Salvador no haya un desarrollo
institucional tal que impida que funciona-
rios de la altura de Figueroa salgan impu-
nes en tales acciones de bajeza política.

La impunidad en este y otros casos está
íntimamente ligada a la escasa cultura po-
lítica de los salvadoreños. Muy pocos no
habrán sido víctimas de la prepotencia de
parte de funcionarios públicos en trámites,
consultas o simples operaciones de rutina,
pero ello no les mueve para pedirle cuen-
tas al Estado. No por que no quieran —
seguramente muchos no se quedarían de
brazos cruzados—, sino porque no hay es-
tructuras institucionales o legales que los
respalden; o, en caso de haber, son inope-
rantes.

Muchos, además, han resentido alguna
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vez que el sistema de justicia haya tolera-
do, por incapacidad o por desidia, la co-
misión de delitos, condenando a las vícti-
mas a la impunidad. La prepotencia y la
impunidad parecen ser parte de la norma-
lidad de la vida política y jurídica salvado-
reña, reforzando la aceptación social de
esas prácticas.

Desde hace algunos años, se ha dicho
arriba, desde las estructuras del gobierno
de ARENA han sobresalido algunas figuras
públicas —poco agradables, usualmente
prepotentes y detentando altas cuotas de
poder, lo cual garantiza la impunidad— en-
cargadas de hacer el trabajo sucio para el
partido que les llevó hasta donde están.
Dentro de esas figuras se cuentan, al me-
nos desde la última administración presi-
dencial, el mismo Acosta Oertel, el diputa-
do Norman Quijano y el actual ministro de
Gobernación. Este último tiene la mala cos-
tumbre de lanzar, sin pruebas, acusacio-
nes graves en contra del FMLN y quedar
en la total impunidad, cuando en cualquier
país que muestre avanzados niveles de cul-
tura política tales acusaciones generarían,
a su vez, demandas de difamación secun-
dadas por la misma ciudadanía.

Quijano, por ejemplo, ha sido uno de
los funcionarios más críticos de las admi-
nistraciones municipales de San Salvador,
especialmente la de Héctor Silva. Sus ata-
ques en contra del proyecto de desechos
sólidos de Nejapa, obra de los alcaldes
efemelenistas, es muestra de ello. Ahora
se sabe que Quijano, quien fungiera como
gerente general de acción social durante la
gestión edilicia de Armando Calderón Sol,
es uno de los principales precandidatos
para disputarse la alcaldía capitalina, en
marzo de 2006.

Pero el mismo presidente de la Repú-
blica, como era de esperarse ante las pre-
siones al interior de su partido, ha movido
sus piezas en la actual estrategia arenera.
Antonio Saca ha vinculado a las pandillas
con organizaciones terroristas islámicas,
pese a que en el reciente encuentro de Po-
licías del área centroamericana, el FBI es-
tadounidense —uno de los principales par-

ticipantes del cónclave policial— descartó
cualquier hecho que base la relación entre
terroristas de Al Qaeda y los pandilleros sal-
vadoreños o centroamericanos, a quienes
tilda como simples “desadaptados”.

No conforme con ello, el mandatario se
congratuló de un nuevo “show” policial ante
cámaras de cadenas norteamericanas, para
mostrar la “efectividad” de la policía local
ante el accionar de las pandillas. El opera-
tivo era innecesario, pero oportuno para pro-
mocionar a la Policía ante sus similares in-
ternacionales. En el “show” se dejaron es-
cuchar halagos y congratulaciones de par-
te de los jefes policiales salvadoreños.

En resumidas cuentas, las embestidas
verbales de Figueroa, las declaraciones sin
fundamento del mandatario y el nuevo es-
pectáculo policial son parte de la estrategia
de un partido que, sirviéndose de los domi-
nios estatales que controla, quiere
posicionarse en los espacios que todavía
resguarda la oposición, especialmente el
FMLN. No es un secreto que los areneros
quieren recuperar, a toda costa, la mayoría
legislativa que una vez tuvieron, para no
tener que negociar con el FMLN y el resto
de la oposición. Tampoco hay duda de que
quiere recuperar el principal bastión muni-
cipal de país, San Salvador, para ubicarse,
con todas las de la ley, como la primera
fuerza política del país y hegemonizar la
política nacional.

La estrategia de ARENA es irresponsable
y se alimenta de una doble moral: mientras el
presidente y algunos funcionarios aparecen
como el paradigma de la nueva política, otros
hacen el trabajo sucio para los intereses del
partido. Además, genera el oportunismo políti-
co y empobrece aún más la cultura política de
los salvadoreños. El FMLN, el principal blanco
de las acusaciones, poco puede hacer ante la
embestida gubernamental y partidaria.

Los medios de comunicación también han
jugado un papel poco relevante ante la arre-
metida, sirviendo, salvo pocas excepciones, de
simples voceros de los funcionarios de marras.
Gozando del poder que tienen, no han pedido
cuentas a esos funcionarios ni han facilitado
canales de expresión a la sociedad civil.
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Primarias interesantes,
pero sin novedades

La recién finalizada campaña preelec-
toral en Honduras, en la cual los dos parti-
dos tradicionales —el Nacionalista, en el
poder, y el opositor Liberal— convocaron a
elecciones primarias, permite presagiar que
los próximos comicios generales a celebrar-
se en noviembre estarán llenos de tensio-
nes.

En una práctica hasta ahora inédita en
el país centroamericano, los citados parti-
dos políticos convocaron a la ciudadanía
en general a votar en elecciones primarias,
para elegir a los candidatos que postularán
tanto para la presidencia y vicepresidencia
de la República como para la legislatura y
los gobiernos municipales. La postura ofi-
cial de ambos partidos ha sido la de mos-
trarse satisfecho del resultado de los
comicios, en los cuales el liberal Manuel
Zelaya se enfrentará al candidato naciona-
lista Porfirio Lobo.

No se vislumbra que la campaña impli-
que una diversidad de propuestas políticas.
El discurso de Lobo es el típico discurso
de la derecha: mano dura —e incluso pena
de muerte— para los delincuentes, como
primer punto de agenda. El discurso de
Zelaya es un guiño para electores de pen-
samiento “progresista”: menciona como algo
esencial la construcción de un “poder ciu-
dadano” para robustecer la democracia hon-
dureña.

El pasado 20 de febrero, en un ambiente
muy militarizado, 3,9 millones de electores
se dieron cita en lo que fue, a ojos de la
Organización de Estados Americanos
(OEA), un proceso “tranquilo”, aunque no
por ello exento de denuncias. La misma
OEA señaló el abstencionismo y la deficien-
te participación femenina en las candidatu-
ras. Los candidatos presidenciales se im-
pusieron por una ventaja poco significativa,

pues apenas superaron la mitad de los vo-
tos. Lobo obtuvo el 58.38% de los votos,
mientras que Zelaya logró el favor del
53.21% de sus correligionarios.

Importancia de la experiencia hondure-
ña

Al celebrar unas elecciones primarias
abiertas a toda la ciudadanía, Honduras es-
taría sentando un precedente importante en
lo que respecta a la participación ciudada-
na en los procesos políticos. La experien-
cia usual en aquellos partidos políticos que
eligen a sus candidatos por la vía de las
elecciones primarias es mucho menos
abierta. Normalmente son sólo los miem-
bros afiliados —no toda la militancia, ni sus
colaboradores o simpatizantes— los que
pueden decidir qué candidatos representa-
ron a su partido.

En las primarias del 20 de febrero, el
ente electoral hondureño tuvo a su cargo
la organización y la logística de la activi-
dad, a escala nacional. Además, se contó
con la observación de la OEA y de otros
organismos internacionales. Al menos so-
bre el papel, estas primarias pusieron al
cuidado de la ciudadanía la responsabili-
dad de elegir cuáles serán sus opciones en los
comicios de noviembre. Con esto se estarían
desterrando las prácticas impositivas, bajo las
cuales es la cúpula partidaria o el máximo
dirigente el que define a su antojo quiénes
pueden ir a elecciones y quiénes quedan
relegados a papeles secundarios.

En El Salvador, el FMLN fue el pionero
en la celebración de primarias. Ello signifi-
có un avance importante en la democrati-
zación de los procesos preelectorales. ARE-
NA implementó más tarde el mecanismo, e
incluso el PCN está hablando de organizar
primarias para designar a sus candidatos



análisis regional

13

para el próximo año. Bien conducidas, las
primarias pueden ser un mecanismo ópti-
mo para garantizar la participación de las
bases. Mal conducidas, se pueden tornar
un subterfugio para legitimar candidaturas
que ya están “cocinadas” por la dirigencia.
Pero, centrándose en el aspecto positivo
de las primarias salvadoreñas, estas siguen
celebrándose a puerta cerrada del conjun-
to de la ciudadanía que no está afiliada a
ningún partido político, que son la inmensa
mayoría.

En las primarias hondureñas, contendie-
ron diversas expresiones y corrientes parti-
darias, identificadas bajo las más
variopintas denominaciones. Por ejemplo,
en el partido Nacional, contendieron las ten-
dencias Trabajo y seguridad, Por una me-
jor alternativa y Nuevo tiempo, entre otras.
Las filas liberales se lanzaron al ruedo con
corrientes tales como Esperanza liberal, Li-
beral jaimista, Liberal reinista, Liberal
pinedista, por mencionar algunas.

En El Salvador, el tema de la existencia
de tendencias partidarias sigue siendo un
tabú, aún en agrupaciones políticas que se
jactan de ser muy democráticas. Está por
verse si en Honduras las distintas tenden-
cias de liberales y nacionalistas compitieron
en condiciones de equidad o no. Sin em-
bargo, la proliferación de candidaturas al
seno de los partidos políticos reveló un ni-
vel de pluralidad —al menos en el papel,
otra cosa es qué grado de maniobra puede
tener cada tendencia conforme a la correla-
ción de fuerzas que posea— mayor que el
que suelen tolerar los partidos salvadoreños.

Uno de los problemas que se señalan
es la composición del Tribunal Supremo
Electoral (TSE), cuyos magistrados debe-
rían ser independientes. “Deberían” es una
cosa; la realidad es otra, puesto que se les
asocia a los partidos mayoritarios. Si un
proceso electoral es organizado y
monitoreado por un ente en cuya cabeza
están los mismos participantes, hay un gra-
do razonable de dudas sobre su total trans-
parencia.

Ahora bien, esto es muy difícil en so-
ciedades en las cuales los partidos son los
actores políticos por excelencia. En El Sal-
vador, en Honduras y en muchos otros paí-
ses, es imposible la participación directa de
la ciudadanía en asuntos de interés nacio-
nal, si no es con la intermediación de los
institutos partidarios.

Los partidos políticos tienen tanta in-
fluencia que no es necesario que un aspi-
rante a ejercer una magistratura en un ente
como el TSE milite en una organización po-
lítica para que las decisiones del organis-
mo tengan un sesgo partidario. A través de
los partidos se pueden vehiculizar las aspi-
raciones —y las ambiciones— políticas de
cualquier ciudadano. Por lo tanto, hasta que
las organizaciones de la sociedad civil no
tengan un mayor grado de protagonismo y
hasta que el común de la ciudadanía no
cobre un mayor interés por los asuntos pú-
blicos, el poder omnímodo de los partidos
tiene mucho por delante.

El ejercicio democrático de las prima-
rias costó a los contribuyentes hondureños
un total de 6.2 millones de dólares. Algu-
nas de las razones que están detrás de
esta cifra son el alcance nacional que tuvo
la consulta. Además, al ser elecciones para
elegir candidatos municipales, legislativo y
presidenciales, se tuvieron que imprimir pa-
pel una enorme cantidad de papeletas, cada
una de las cuales tenía fotografías de los
candidatos postulados por cada movimien-
to partidario.

Algunos comentaristas cuestionan lo ele-
vado de los costos frente al nivel de
abstencionismo registrado. Puede afirmarse
que ese es el riesgo de todo procedimiento
democrático. Un cuestionamiento más a fon-
do tendría que ir en la siguiente dirección:
¿hasta dónde las opciones que cada parti-
do presentó representaron una pluralidad de
planteamientos de solución a los problemas
de Honduras? ¿O se trató de infinitas varia-
ciones sobre una misma posición y sobre
unos mismos intereses partidarios?
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Sobre armas e incoherencias

¿Quién entiende la política de seguri-
dad del Presidente Antonio Saca? La pre-
gunta es válida al observar las medidas
implementadas en este ámbito. Durante la
campaña electoral, una de sus principales
ofertas fue la de crear el Fondo para la
Salud (FOSALUD); ya en el cargo, empujó
la propuesta hasta su aprobación. Para fi-
nanciar su ejecución le aumentó impuestos
a cigarrillos, cervezas y licores así como a
la venta de armas y municiones. “Todo
aquello que produzca daño a la salud, me
parece que es una buena forma de finan-
ciar el Fondo para la Salud”, declaró en su
momento.

De esa forma, Saca identificó tácitamen-
te como dañinas y por tanto siniestras a
las armas de fuego que producen muertes
y lesiones las cuales deben ser atendidas
en los centros hospitalarios. Los números
le dan la razón. La Policía Nacional Civil
(PNC) da cuenta que el 74% de los homi-
cidios en todo el país durante el 2004, se
ejecutaron con armas de fuego; según Mé-
dicos Salvadoreños para la Responsabili-
dad Social (MESARES), el 7.12% del Pre-
supuesto General de la Nación se destinó
a los hospitales para tratar de recobrar la
salud de las personas lesionadas con es-
tos artefactos.

Así las cosas, parecía que Saca y su
gabinete tenían claro dónde estaba una
buena parte del problema; por ello, se es-
peraba que el Órgano Ejecutivo comenza-
ría por fin a tomar el toro por los cuernos
en esta materia, pese al lógico rechazo que
generaría entre los importadores y comer-
ciantes de armas

Pero al parecer, la aparente claridad del
diagnóstico oficial no dio para más. Al ini-
ciar el año en curso, el Ministro de Gober-
nación propuso varias reformas a la Ley
de Armas y Explosivos que fueron aproba-
das casi en su totalidad un mes después,

en la Asamblea Legislativa. Pero las medi-
das planteadas en dichas reformas son muy
superficiales. Enfrentan un problema tan
grave con una manifiesta timidez; da la im-
presión que sus impulsores y aprobadores
sólo pretendían generar una opinión públi-
ca favorable a sus intereses, con base en
anuncios y propaganda, pero sin resolver
el fondo de la cuestión. Como veremos a
continuación, las modificaciones no pueden
entenderse como una voluntad genuina
para frenar la ola de homicidios y otros he-
chos graves de violencia cometidos con ar-
mas de fuego.

La visión de Saca antes comentada no
coincide con su acción, pues la reforma pro-
puesta por su Ministro “estrella” nos dice
que las disposiciones más apropiadas para
atacar el flagelo de los asesinatos son: au-
mentar tres años más la edad mínima para
portar un arma, limitar su compra a dos por
año y prohibir la publicidad o exhibición de
dicho material bélico. Si nos fijamos, nin-
guna de estas medidas va al fondo de la
violencia y su innegable relación con la
compra y el uso de armas de fuego.

¿Qué solución es el que ahora se auto-
rice la portación de armas dispuesta para
su uso, a personas que cumplieron veinti-
cuatro años de edad y no veintiuno como
se establecía antes? ¿O que alguien sólo
pueda comprar un par de pistolas al año?
No existe, en este último caso, ningún dato
para demostrar que las personas que po-
seen más armas las utilicen para agredir a
sus semejantes; tampoco que una persona
de veintiún años sea más propensa a co-
meter un delito contra la vida, que una de
veinticuatro.

Para empeorar la situación, el camino
que las mencionadas reformas siguieron
para su aprobación en la Asamblea Legis-
lativa fue apresurado e irresponsable, tanto
que se dejó un hueco importante en la ac-
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tual normativa: hoy cualquier persona pue-
de portar un arma de fuego corta en el
transporte colectivo, cargada y lista para
disparar. Más grave aún: se autoriza portar
fusiles en los buses, siempre que éstos va-
yan descargados. Estos inexcusables des-
aciertos fueron detectados apenas unos mi-
nutos después de la aprobación de la ley
por uno de los diputados, pero los “padres
de la patria” prefirieron dejar que el Presi-
dente Saca los corrija a través de su po-
testad constitucional de efectuar observa-
ciones a las decisiones legislativas.

Es  muy poco, entonces, lo que se pue-
de esperar de estas reformas y sigue abier-
to el debate sobre la ingente necesidad de
desarmar a la población civil. Quienes abo-
gan por permitir que se porten armas de
fuego, argumentan que no se  puede dejar
indefensa a la ciudadanía honrada y arma-
da a la delincuencia. En el fondo, dicha pos-
tura establece es que cada cual debe velar
por su propia seguridad, dejando sin valor
o efecto la obligación estatal para propor-
cionarla. El mismo presidente Saca, quien
es protegido por un buen número de guar-
daespaldas, se coloca del lado de este gru-
po. “Yo no firmaría un decreto, no lo san-
cionaría si vamos a desproteger a la po-
blación que necesita un arma para defen-
derse”, ha dicho.

Pero lo que en realidad ocurre es que
bajo esta concepción se ha extendido el
comercio de productos bélicos y las agen-
cias de seguridad privada. Un reportaje de
Juan Carlos Rivas en el Suplemento “Vérti-
ce” da cuenta de lo siguiente: “De 31 em-
presas existentes, 23 son importadoras y
únicamente ocho se dedican a comerciali-
zar, pero esas ocho tiendas se encargan
de suministrar tanto armas como municio-
nes a la Policía, el Ejército y algunas com-
pañías de seguridad porque, según la ley,
ni el ejército ni la policía pueden gestionar
las compras a título propio”(El Diario de
Hoy, “Armas a granel”, 9/1/05). Para com-
pletar el cuadro, el Instituto Universitario de

Opinión Pública (IUDOP) estimaba que en
el 2000 eran alrededor de 400,000 las ar-
mas en manos civiles, de las cuales sólo
una tercera parte estaban legalizadas.

En ese marco, paulatinamente los em-
presarios y la población en general han des-
echado la seguridad que debe brindar por
ley la PNC para acogerse a la que ofrecen
las agencias privadas o la que pueda pro-
curarse a sí misma, confiando en su propia
“habilidad” en el manejo de un arma. Todo
ello porque resienten las deficiencias
policiales para proteger sus vidas y propie-
dades. Este grado de inseguridad tiene las
casas amuralladas y cercadas con alam-
bres, cerradas las entradas de las colonias
y resguardados los negocios -ahora hasta
el del transporte público- con agentes de
seguridad privada. Eso sí, estas medidas
las toman quienes pueden costearlas.

Lo anterior no ocurriría si la PNC de-
mostrara capacidad y eficiencia. Pero so-
bre todo si la ola de homicidios y otros de-
litos que abate a la población disminuyera
de verdad, más por el diseño e impulso de
una adecuada política criminal que por la
publicidad oficial; en ésta deberían integrar-
se todos los elementos necesarios para
contribuir a enfrentar con éxito el proble-
ma, dentro de los cuales se encuentra una
regulación más drástica y progresiva hasta
alcanzar el desarme total de toda la pobla-
ción civil.

En tal sentido, las autoridades deben
valorar que en una sociedad como la nues-
tra en la que es común recurrir a la violen-
cia para resolver cualquier problema y en
la que no existe control ni atención en sa-
lud mental para la mayoría de su gente,
las armas de fuego en manos de civiles no
son alternativas de seguridad. La decisión
de armarse lejos de traer paz, causa más
inestabilidad y riesgo. Para comprobarlo,
basta tener en mente hechos como aquél
que se baja de su carro y mata a quien no
le permite avanzar; o el del policía que dis-
para sin razón en una fiesta asesinando
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varias personas; y qué decir de las “balas
pérdidas” que han causado la muerte de
tantos niños y niñas o de quienes pasados
de tragos disparan alocadamente, incluso
a las autoridades.

Por eso pensamos que no se debe an-
dar con paños tibios: el desarme es una
necesidad real. En un país que quiera vivir
en paz no suena lógico que exista un arse-
nal en manos de civiles, con el pretexto de
la defensa personal o patrimonial. Para eso
está el Estado y sus instituciones. Que los
delincuentes lo hagan es un problema que

deben solucionar las autoridades compe-
tentes, lo cual se facilitará si la portación y
tenencia no están legalizadas.

Si el Presidente Saca ya reconoció im-
plícitamente lo dañino que es el comercio
de este material bélico aplicándole un im-
puesto para financiar el FOSALUD, hay que
dar el siguiente paso para cortar de raíz
este problema: avanzar hasta la prohibición
total de la venta, tenencia y portación de
armas. Sólo así podríamos entender cuál
es su política de seguridad.


